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SE CONFIRMA AUTO

A N° 020 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PREACUERDOS / FINALIDAD / LÍMITES QUE DEBE RESPETAR LA FISCALÍA / PRINCIPIO DE LEGALIDAD / MODIFICACION DE LA ADECUACIÓN TÍPICA SIN SOSLAYAR EL NÚCLEO FÁCTICO DE LA IMPUTACIÓN / ADMISIBILIDAD DEL CONTROL MATERIAL POR PARTE DEL JUEZ / SENTENCIA SU-479 DE 2019.
… la figura de los preacuerdos y negociaciones y su control por parte del juez, como así lo ha referido la H. Corte Suprema, fue prevista con la finalidad de humanizar la actuación procesal y la pena, obtener pronta y cumplida justicia, activar la solución de los conflictos sociales que genera el delito, propiciar la reparación integral de los perjuicios ocasionados con el injusto, y lograr la participación del imputado en la definición de su caso. Por tanto, la Fiscalía y el imputado o acusado podrán llegar a negociaciones preacordadas que impliquen la terminación del proceso a voces del artículo 348 CPP. (…)
Lo anterior encuentra sustento en decisión de la Corte Constitucional cuando en forma expresa resolvió el dilema de si bastaba la imputación fáctica o si era indispensable además la jurídica; y, por sobre todo, si lo jurídico tenía o no que coincidir con lo fáctico. Momento a partir del cual se dejó esclarecido que la facultad otorgada por la ley al fiscal se refiere a una operación de adecuación típica de la conducta, por medio de la cual los hechos objeto de investigación (imputación fáctica) deben corresponder a la descripción de ese punible que hace el legislador (imputación jurídica), a consecuencia de lo cual el fiscal no puede hacer una adecuación típica caprichosa o arbitraria y en estos casos debe hacerse primar el principio de legalidad para que se pueda lograr la justicia material acorde con lo dispuesto por el Acto Legislativo 03/02 - Sentencia C-1260 de 2005.
Como de tiempo atrás lo ha sostenido esta Corporación…, es claro que el funcionario de conocimiento no se debe entrometer de fondo en la imputación y en la acusación, como quiera que hay lugar a respetar la autonomía que la Fiscalía posee en tal sentido por disposición legal y constitucional; sin embargo, para el caso de los preacuerdos el juez sí está obligado a realizar un control material en cuanto no basta con analizar si fue libre, voluntario y debidamente asistido, ya que existen multiplicidad de factores que se enmarcan dentro del principio de legalidad y que no pueden pasar desapercibidos al instante de su aprobación. Dígase por ejemplo los principios de congruencia, razonabilidad y proporcionalidad…

En este caso el funcionario de primer nivel improbó el acuerdo pactado con el procesado, no solo por las falencias aludidas por el agente del Ministerio Público, sino por cuanto además estimó que se dejó por fuera de la situación fáctica el presunto delito de tentativa de hurto que fuera denunciado por el administrador de los patios de tránsito, de lo cual nada dijo el ente persecutor al momento de concretar los cargos, y por ello la víctima no tuvo la posibilidad de pronunciarse respecto a lo pretendido en este asunto. (…)

En este caso, la funcionaria de primera instancia improbó el preacuerdo entre la Fiscalía y el señor MAOI, luego de haber realizado no solo un control formal, sino material de la convención celebrada, al considerar que de los elementos materiales probatorios que le fueron trasladados, y acorde con la sentencia SU-479 de 2019, no existía un mínimo probatorio que permitiera establecer que en efecto el procesado actuó en compañía de otra persona en la comisión de la ilicitud…

La Corporación debe partir por decir que en la Sentencia SU-479/19, a la cual hizo alusión la a quo para sustentar la improbación del preacuerdo, en uno de sus apartes indicó que el presupuesto de todo consenso consiste en: “no soslayar el núcleo fáctico de la imputación que determina una correcta adecuación típica, lo que incluye obviamente todas las circunstancias específicas de mayor y menor punibilidad que fundamentan la imputación jurídica”. (…)
Además de lo anterior, la directiva 01 de septiembre 28 de 2006 de la Fiscalía General de la Nación -reseñada igualmente en la sentencia SU-479/19 y vigente desde luego para el instante en que esta negociación se efectuó- señala que respecto de aquellos preacuerdos que básicamente modifican los términos de la imputación: “[…] se puede acordar la tipificación en una forma que traiga como consecuencia la disminución de la pena, y que la nueva adecuación típica deberá hacerse de tal forma que no modifique la esencia de la conducta, el objeto material ni los sujetos activo y pasivo”. -negrillas excluidas-

Como se aprecia, la sentencia SU-479/19 precisó las facultades que tiene el juez de conocimiento para realizar un control material a los preacuerdos que son puestos a su consideración, en claro acatamiento a lo que la Corte Constitucional denominó como “la segunda postura de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia sobre la materia”, en la cual dijo que los fiscales no podían disponer de la acción penal a su antojo y que los preacuerdos estaban sometidos al principio de legalidad.
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, tres (03) de junio de dos mil veinte (2020)
  ACTA DE APROBACIÓN No 435
  SEGUNDA INSTANCIA

	Imputados: 
	FRML

	Cédula de ciudadanía:
	1.123.208.075 de Puerto Asís (Ptyo.)

	Delito:
	Falsedad material en documento público en concurso con falsedad en documento privado.

	Víctimas:
	La Fe Pública

	Procedencia:
	Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por Fiscalía y defensa, contra el auto proferido en marzo 25 de 2020 por medio del cual se improbó un preacuerdo. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- HECHOS Y PRECEDENTES
1.1.- De acuerdo con lo signado en el escrito de acusación, el 8 de febrero de 2017, fue aprehendido el señor FRML en las instalaciones del parqueadero de tránsito ubicado en el barrio La Dulcera de esta capital, en el instante en que pretendía retirar el automóvil Renault de placas ATB-130, el cual se hallaba inmovilizado. Para lograr esa finalidad presentó una factura de venta y un documento de entrega del vehículo que no ostentaban las características de originalidad, ya que al ser sometidos al estudio del experto pertinente se determinó que eran falsos.

1.2.- Al día siguiente de los hechos -febrero 9 de 2017- solamente se legalizó la captura del ciudadano FRML, sin realizarse imputación al no contarse con el dictamen pericial, a consecuencia de lo cual se retiró la solicitud de imposición de medida de aseguramiento.

1.3.- Luego de desarrollado el programa metodológico de investigación y al encontrarse el ciudadano FRML detenido por cuenta de otra autoridad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario del Espinal (Tol.), el Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.) llevó a cabo en agosto 22 de 2019, de manera virtual, la audiencia de formulación de imputación por medio de la cual la Fiscalía le endilgó a titulo de dolo y como probable autor, el delito de falsedad material en documento público –art. 287 C.P.- en concurso homogéneo al ser dos los escritos fraudulentos, cargo que el procesado NO ACEPTÓ.

1.4.- Ante la no aceptación unilateral de cargos, la Fiscalía 7ª Seccional de esta capital presentó escrito de acusación frente al antes mencionado (se aprecia el año mas no su fecha -ver folio 19, 3ª parte de elementos-), donde se ratificaron los cargos endilgados, pero al mismo se anexó formato de preacuerdo celebrado con el señor FRML de noviembre 5 de 2019, cuyo conocimiento le fue asignado al Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), autoridad que convocó para la correspondiente audiencia de validez (febrero 13 de 2020) momento procesal en el cual la Fiscalía indicó que la negociación celebrada había consistido en lo siguiente:

El señor FRML acepta su responsabilidad en el delito de falsedad en documento público, cuya pena acorde con el canon 287 del C.P. oscila entre los 48  y 108 meses de prisión, en concurso heterogéneo con falsedad en documento privado -artículo 289 C.P. que contempla una pena comprendida entre los 16 y 108 meses de prisión-, a cambio de degradar su participación de autor a cómplice, por lo cual se le impondrá la pena de 25 meses por el primer delito aumentada en dos más, para un total de 27 meses de prisión. 

Ante tal manifestación, la defensora del procesado refirió que en efecto esos eran los términos del mencionado consenso, y el acusado los acepta.

A su turno el Delegado del Ministerio Público aduce que el preacuerdo no es viable al no existir correspondencia entre los delitos acá señalados y los referidos en la audiencia de imputación en la que se hizo alusión a un concurso homogéneo por falsedad material en documento público, e igualmente si lo que pretende la Fiscalía es imponer la mitad de la pena mínima frente al primer punible, tendría que partir de 24 meses, los que aumentados en los dos meses daría 26 y no 27 meses.

Citados los intervinientes para la lectura de la decisión, que se desarrolló de manera virtual en marzo 25 de 2020, el a quo no avaló la negociación efectuada al considerar que pese a las facultades que le ha provisto el ordenamiento jurídico a la Fiscalía para celebrar preacuerdos, de conformidad con la jurisprudencia vigente debe atenerse a la tipicidad estricta que se desprende de la situación fáctica, y además debe tener en cuenta lo referido en la sentencia SU-479/19. Señaló igualmente que la captura y la judicialización de FRML se produjo al haberse presentado en los patios de tránsito donde aportó dos documentos, lo cual dio lugar a que le entregaran las llaves del vehículo que procedió a abordar, encendió, y cuando ya se disponía a salir el administrador del lugar sospechó de la autenticidad e impidió la salida del vehículo, situación que ameritaba que se le imputara el delito de falsedad material en documento público en concurso homogéneo, y según el consenso a cambio de aceptar su responsabilidad se le ofreció degradar la responsabilidad de AUTOR a CÓMPLICE y para la dosificación se tomaría como partida la mitad de la pena mínima establecida para tal conducta -25 meses-, pero en su lugar se adujo la existencia de un concurso heterogéneo con falsedad en documento privado y por tal ilícito le incrementaría 2 meses, a consecuencia de lo cual la pena pactada sería de 27 meses.  

Agrega que tal imputación así modificada, amerita serios reparos como lo planteó el señor Procurador. Ello aunado a que resulta evidente el hecho de haberse ignorado conforme la situación fáctica, la conducta constitutiva de la tentativa de hurto agravado del automotor, cuya pena es mayor a la fijada para el ilícito de falsedad en documento, y por ello no es dable aprobar el preacuerdo en aras del respeto al debido proceso y a la legalidad de los delitos y de las penas. Máxime cuando ni siquiera tuvo participación la víctima, en tanto la imputación y la negociación se hizo solo por la falsedad, cuya afectado es la sociedad, pero en este caso es evidente el desconocimiento de los derechos de quien formuló la denuncia y pidió investigación por el accionar del procesado, es decir, se desconoció esa presunta conducta contra el patrimonio económico.
Inconformes con esa determinación, tanto la Fiscalía como la defensa interpusieron recurso de apelación.
2.- DEBATE
2.1.- Fiscalía -recurrente-

Pide se revoque la decisión y se apruebe lo acordado, con fundamento en lo siguiente:
Estima que varió la calificación jurídica realizada en la imputación por razones legales, en tanto lo que se presentó fue una falsedad material en documento público por el certificado de movilidad, y una falsedad en documento privado por lo atinente a la factura de venta, y no puede la Fiscalía al haber hecho mal la imputación permitir que se vulneren los derechos del acusado, situación que motivó la realización del aludido preacuerdo al no poder sostener un concurso homogéneo de falsedades en documento público, en tanto su deber era corregir tal situación como así lo hizo al celebrar la negociación. 
Respecto a dejarse por fuera un delito de tentativa de hurto, ello es una apreciación del juez, ya que al ser una conducta querellable que necesitaba una denuncia dentro del término de ley, lo viable era esperar seis meses para que la persona denunciara o se compulsaran copias si a bien lo tenía el juez, pero no improbar un preacuerdo cuando existen razones de índole legal dado que para la Fiscalía se dio un concurso de falsedades y no en concurso con un hurto como lo avizora el a quo.

No es cierto que la Fiscalía haya irrespetado el principio de legalidad o los derechos de los intervinientes, pues no obstante lo dicho por el a quo respecto a la sentencia SU-479/19, lo allí plasmado es un asunto muy diferente a lo que acá concierne, en cuanto el preacuerdo se realizó con el lleno de requisitos legales al existir elementos que pueden llevar a pensar que operó una complicidad, en tanto el procesado arrimó documentos con el fin de sacar el automotor sin tener relación alguna con el mismo, y la situación indica que fue usado para retirar el automotor de los patios sin pagar un solo peso, esa era su finalidad, así que pregonar lo contrario sería estar frente a meras conjeturas al no obrar elementos de prueba que indiquen otra cosa.
Se tacha a la Fiscalía de obrar por fuera de la ley, pero tal situación no se compadece con la actuación, en tanto las normas que regulan la celebración de preacuerdos no han desaparecido en virtud de la Sentencia SU-479, y en este evento por ser un delito contra la fe pública no habría forma de intervención de la víctima, más aun cuando la afectación fue mínima y no se vio perjudicado el conglomerado social en cuanto su accionar se limitó a presentar documentos para sacar el vehículo de los patios, por lo que se debe replantear la posición del señor juez como quiera que el preacordar la degradación de la conducta de autor a cómplice no está prohibido por la ley ni por la Sentencia SU-479. 
2.2.- Defensora -recurrente-

Pide se revoque la decisión adoptada porque el preacuerdo se hizo a la luz de lo imputado a su cliente, y en cuanto a los principios al debido proceso y legalidad que aduce el a quo se han vulnerado, solicita se revise que contrario a ello en el preacuerdo uno de los objetivos fue corregir la imputación ya que al haberse aportado unas facturas de Grúas del Café, ello claramente se constituye en un documento privado y se presentaba la oportunidad para enmendar esa falencia en la negociación donde se tuvieron en consideración los hechos que enmarcaron el actuar de su defendido. En ese sentido, como lo dice la Fiscalía, no es dable decir que FRML pretendía sacar el vehículo con el ánimo de hurtar como lo asevera el señor juez, sino con el fin de ahorrarse el pago de un comparendo y ser usado para cometer esa conducta.

Agrega que no era ni siquiera dable poner una querella o denuncia por una tentativa de hurto, lo que estaría en cabeza del dueño del vehículo quien a la fecha no se manifestado, y por ende el preacuerdo versó sobre una falsedad en documento privado que se realizó al momento de entregar la factura de Grúas del Café, y el variar la calificación jurídica se hizo en atención al principio de economía procesal. 
Concluye que la negociación no vulnera el principio de legalidad ni quebranta derechos fundamentales, a consecuencia de lo cual solicita se revoque lo decidido y se imparta aprobación a lo acordado.

2.3.- Ministerio Público -no recurrente-

Reclama que no se revoque la decisión adoptada por cuanto los preacuerdos están limitados por la cuestión fáctica y la calificación jurídica, al ser ese el marco de referencia que tiene la Fiscalía, y en ese entendido el delegado fiscal debe observar esos parámetros.  
Bajo ese entendido, si en este caso se hizo una imputación por un concurso para poder preacordar, se debió precisar si en el consenso al que se llegó estaba incluida la eliminación de un cargo, lo cual no se hizo, y por eso quedó la sensación que se daba un doble beneficio en el acuerdo.

Lo otro es que se debió hacer uso de la facultad de la Fiscalía de corregir su imputación por medio de un acto formal para darle la calificación jurídica correcta de conformidad con los hechos, y realizado lo anterior ahí sí efectuar la negociación; pero como ello no se hizo, quedó la falencia que se ha delimitado en relación con lo que debe hacerse en los preacuerdos respecto a su cuestión fáctica y calificación jurídica. 
Solicita por tanto que el juez colegiado no revoque la decisión adoptada y se continúe la actuación procesal como en derecho corresponde.
3.- Para resolver, SE CONSIDERA
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906/04 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395/10-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por las partes habilitadas para hacerlo -en nuestro caso Fiscalía y defensa-.
3.2.- Problema jurídico planteado
El asunto que concita la atención de la Corporación se contrae básicamente a determinar si el preacuerdo celebrado entre el ente persecutor y el procesado debidamente asistido por una profesional del derecho, transgreden el debido proceso y la legalidad de los delitos y de las penas, como lo anunció el funcionario a quo; o si, por el contrario, no viola garantía fundamental alguna y se impone su aprobación como lo solicitan tanto la delegada fiscal como la defensa.
3.3.- Solución a la controversia

De la información arrimada a la actuación se desprende que al señor FRML le fue imputada en audiencia realizada en agosto 22 de 2019 el delito de falsedad material en documento público en concurso homogéneo, al haber presentado ante el administrador de los patios de tránsito un documento de entrega de vehículo identificado con el Nº 0100014 -el cual imita uno de los expedidos por la Oficina de Tránsito, al contener logo y firma-, y la factura de venta Nº 49791 -presuntamente expedida por Inversiones Grúas de Café Unión Temporal-, los cuales al ser analizados se determinó que eran espurios, y con los cuales pretendió retirar de dichas instalaciones el automóvil Renault de placas ATB-130, accionar que fue impedido por el administrador de dicho establecimiento al percatarse de la falsedad.

Llama la atención que en esa audiencia preliminar la funcionaria de control de garantías consideró que en lo relativo a la mencionada factura se advertía la comisión de un delito de falsedad en documento privado, como en igual sentido dejó constancia el defensor público, pero la delegada fiscal se mantuvo en que se generaba un concurso homogéneo de falsedad en documento público, y por ello esa sería la conducta a enrostrar al indiciado.

Al presentarse el respectivo escrito de acusación, se ratificó idéntica calificación jurídica, pero al mismo se anexó el acta de preacuerdo que se suscribió con el procesado debidamente asesorado por su defensora, por medio del cual se aceptó responsabilidad por los delitos de falsedad material en documento público -en relación con el escrito que imitaba uno expedido por la Secretaría de Movilidad de Pereira-, en concurso heterogéneo con falsedad en documento privado -relativo a la factura de Grúas del Café-, a cambio de lo cual se degradaría su participación de AUTOR a CÓMPLICE, y se partiría de la mitad del mínimo de la pena a imponer por el delito más grave aumentado en dos meses por el delito concursal, lo cual arrojaba en criterio de la Fiscalía un monto de 27 meses de prisión. Petición a la cual se opuso el agente del Ministerio Público al no existir consonancia con los delitos que le fueron imputados al procesado, y apreciar irregularidad en la tasación de la pena a imponer.
Para comenzar se diría, como es sabido, que la figura de los preacuerdos y negociaciones y su control por parte del juez, como así lo ha referido la H. Corte Suprema
, fue prevista con la finalidad de humanizar la actuación procesal y la pena, obtener pronta y cumplida justicia, activar la solución de los conflictos sociales que genera el delito, propiciar la reparación integral de los perjuicios ocasionados con el injusto, y lograr la participación del imputado en la definición de su caso. Por tanto, la Fiscalía y el imputado o acusado podrán llegar a negociaciones preacordadas que impliquen la terminación del proceso a voces del art. 348 CPP.

Así mismo y como de tiempo atrás lo tiene sentado igualmente la jurisprudencia nacional, es deber del ente acusador hacer una presentación clara de lo que constituye la imputación fáctica para que los funcionarios judiciales puedan ejercer un control efectivo con respecto a su coincidencia con la imputación jurídica; es decir, que ello no puede ser algo abstracto o gaseoso, como quiera que es indispensable con miras a hacer la proposición jurídica completa que exigen los cargos en materia penal. 

Lo anterior encuentra sustento en decisión de la Corte Constitucional que de manera expresa resolvió el dilema de si bastaba la imputación fáctica o si era indispensable además la jurídica; y, por sobre todo, si lo jurídico tenía o no que coincidir con lo fáctico. Momento a partir del cual se dejó esclarecido que la facultad otorgada por la ley al fiscal se refiere a una operación de adecuación típica de la conducta, por medio de la cual los hechos objeto de investigación (imputación fáctica) deben corresponder a la descripción de ese punible que hace el legislador (imputación jurídica), a consecuencia de lo cual el fiscal no puede hacer una adecuación típica caprichosa o arbitraria y en estos casos debe hacerse primar el principio de legalidad para que se pueda lograr la justicia material acorde con lo dispuesto por el Acto Legislativo 03/02 - Sentencia C-1260 de 2005-.
Como de tiempo atrás lo ha sostenido esta Corporación con ponencia de quien ahora ejerce igual función
, es claro que el funcionario de conocimiento no se debe entrometer de fondo en la imputación y en la acusación, como quiera que hay lugar a respetar la autonomía que la Fiscalía posee en tal sentido por disposición legal y constitucional; sin embargo, para el caso de los preacuerdos el juez sí está obligado a realizar un control material en cuanto no basta con analizar si fue libre, voluntario y debidamente asistido, ya que existen multiplicidad de factores que se enmarcan dentro del principio de legalidad y que no pueden pasar desapercibidos al instante de su aprobación. Dígase por ejemplo los principios de congruencia, razonabilidad y proporcionalidad, en consideración a que el juez está en la obligación de verificar que la negociación cumpla con los fines para los cuales fue creada con miras a la autocomposición de los conflictos, incluidos los intereses de las víctimas.

En este caso el funcionario de primer nivel improbó el acuerdo pactado con el procesado, no solo por las falencias aludidas por el agente del Ministerio Público, sino por cuanto además estimó que se dejó por fuera de la situación fáctica el presunto delito de tentativa de hurto que fuera denunciado por el administrador de los patios de tránsito, de lo cual nada dijo el ente persecutor al momento de concretar los cargos, y por ello la víctima no tuvo la posibilidad de pronunciarse respecto a lo pretendido en este asunto.

Frente a tal determinación, tanto la Fiscalía como la defensa se mostraron inconformes al estimar que en momento alguno se vulneró el debido proceso ni el principio de legalidad con la suscripción de dicho pacto, y por el contrario se respetaron las garantías del acusado. Se añade que si en efecto se varió la calificación jurídica, lo fue para corregir un acto irregular que se originó en la formulación de imputación, y salvaguardar los derechos del procesado al estimarse que se incurrió, no en un concurso homogéneo de falsedades en documento público, sino en un concurso heterogéneo de falsedad material en documento público y falsedad en documento privado, y ser perfectamente posible realizar el preacuerdo con miras a degradar la pena, sin haberse visto inmerso en un delito contra el patrimonio económico, porque de considerarlo así bien pudo el a quo ordenar la compulsa de copias para que se investigara tal conducta, pero no por ello proceder a improbar una negociación que se ciñó a la legalidad.
La Corporación debe partir por decir que en la Sentencia SU-479/19, a la cual hizo alusión el funcionario de primer grado para argumentar la improbación del preacuerdo, en uno de sus apartes indicó que el presupuesto de todo consenso consiste en: “no soslayar el núcleo fáctico de la imputación que determina una correcta adecuación típica, lo que incluye obviamente todas las circunstancias específicas de mayor y menor punibilidad que fundamentan la imputación jurídica”.

En otras palabras, una negociación no puede hacer caso omiso del núcleo fáctico de la imputación, porque mediante este se realiza la correcta adecuación de la conducta típica que se investiga. Y justamente por ello la Corte Constitucional en la aludida sentencia sostuvo: “[…] el juez de conocimiento debe confrontar que la adecuación típica plasmada en el escrito se corresponda jurídicamente con los hechos a partir de los cuales las partes alcanzan su acuerdo […]”. 

Además de lo anterior, la directiva 01 de septiembre 28 de 2006 de la Fiscalía General de la Nación -reseñada igualmente en la sentencia SU-479/19 y vigente desde luego para el instante en que esta negociación se efectuó- señala que respecto de aquellos preacuerdos que básicamente modifican los términos de la imputación: “[…] se puede acordar la tipificación en una forma que traiga como consecuencia la disminución de la pena, y que la nueva adecuación típica deberá hacerse de tal forma que no modifique la esencia de la conducta, el objeto material ni los sujetos activo y pasivo”. -negrillas excluidas-

Como se aprecia, la sentencia SU-479/19 precisó las facultades que tiene el juez de conocimiento para realizar un control material a los preacuerdos que son puestos a su consideración, en claro acatamiento a lo que la Corte Constitucional denominó como “la segunda postura de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia sobre la materia”, en la cual dijo que los fiscales no podían disponer de la acción penal a su antojo y que los preacuerdos estaban sometidos al principio de legalidad. 

Lo que la Corporación observa en este caso específico, es que la Fiscalía solo se encaminó a endilgarle al señor FRML una conducta atentatoria contra el bien jurídico de la fe pública, y aunque es totalmente verídico que al momento de efectuar la negociación varió la calificación jurídica, como se indicó con antelación, en momento alguno en las diferentes salidas procesales -imputación, escrito de acusación, ni al verbalizar el acta de preacuerdo- se adujo la presunta existencia de un delito contra el patrimonio económico, situación ésta que únicamente fue mencionada por el a quo para fundamentar su negativa de aprobar el preacuerdo, amén de haber encontrado dentro del traslado de la documentación la querella que presentó por hurto el administrador del patio de tránsito.

Frente a esas particularidades debe empezar la Sala por decir que si bien al momento de imputar cargos la Fiscalía sostuvo que el procesado incurrió en un concurso homogéneo de falsedades materiales en documentos públicos, tal circunstancia no era obstáculo alguno para poder proceder a una variación en la calificación jurídica, la cual, como se tiene decantado, es provisional, flexible o relativa
, y, por ende, al percatarse el órgano persecutor que en efecto uno de los documentos espurios no tenía la calidad de público, sino que era de carácter privado, bien podía hacer la mutación al momento de efectuar el preacuerdo, sin que ese proceder afectara la imputación fáctica esencial contenida en la imputación, razón por la cual no encuentra reparo el Tribunal en que se hubiera procedido de esa manera.
No obstante, otra situación sucede en lo atinente con el punible contra el patrimonio económico, porque esta conducta se ve reflejada en lo fáctico pero no en lo jurídico. Significa lo anterior, que estamos en presencia de una calificación incompleta que debe corregirse antes de proceder a una negociación, y se explica:

La Sala acompaña al señor juez a quo y al delegado del Ministerio Público, en el sentido que aquí existe una falla sustancial en el hecho de haberse dejado de imputar uno de los extremos de la conducta punible, porque salta a la vista que el fin principal del agente era el apoderarse de ese automotor que le era ajeno, lo que marca un supuesto fáctico esencial en este acontecer.

Podría decirse que en el presente asunto bien podría avalarse por parte de la judicatura la admisión de los cargos por los delitos contra la fe pública en su doble connotación de documento público y privado (concurso heterogéneo), como lo pretenden las partes consensuadas, bajo el entendido que tanto las aceptaciones de cargos en forma unilateral como bilateral permiten que se haga de manera PARCIAL, y de ese modo acolitar la posición fiscal en el sentido de ordenar la compulsa de copias. Sin embargo, de procederse así en este caso específico se presentarían varias inconvenientes sustanciales, a saber:

1.- Una cosa es que determinado comportamiento no se haya hecho constar en lo fáctico, y su conocimiento surja en forma posterior, a consecuencia de lo cual el rompimiento de la unidad procesal se haría inevitable y por supuesto el remedio procesal no podría ser otro que el de la compulsa de copias; y otra situación diferente sucede cuando la conducta sí consta en lo fáctico pero por omisión no se concretó en lo jurídico, como creemos que es el caso que nos concita, porque entonces lo que corresponde no es la compulsa de copias sino el deber de corregir el acto irregular.
2.- Lo dicho adquiere más trascendencia, cuando el cargo omitido constituye  precisamente el fin perseguido por el autor, dado que el delito medio (en nuestro caso las falsedades documentales) resulta ineludiblemente atado en forma inescindible al delito fin (la apropiación del automotor), y en ese evento se está ante una conexidad sustancial que no se debe romper. 
3.- Aquí lo accesorio debe seguir la suerte de lo principal y no a la inversa, dado que no parece atinado permitir negociar los injustos contra la fe pública, y dejar por fuera de esa transacción lo referido con el atentado con el patrimonio económico, menos cuando existe de por medio una potencial víctima que al menos debe ser enterada de un tal proceder.
En esos términos, lo sensato es que ANTES de procederse a una negociación, los términos de las imputaciones estén debidamente decantados a efectos de hacer coincidir lo fáctico con lo jurídico, sin dar lugar a un rompimiento anticipado de la unidad procesal que podría incluso jugar en contra de los intereses ya sea del procesado ora de la víctima. 

De ese modo, la Fiscalía deberá definir si hay o no lugar a completar el cargo con el punible contra el patrimonio económico que en criterio de la judicatura ha sido omitido, o si en su lugar lo que procede es una preclusión frente al mismo, y de ser así entonces deberá pedirla al juez y justificar su procedencia. Lo dicho, para evitar equívocas interpretaciones, dado que en el ambiente existe la idea que ese ilícito contra el patrimonio hizo parte de una de las concesiones tácitas en la presente negociación, y de ser así entonces se trataría de una gracia adicional abiertamente incompatible con la reducción de AUTOR a CÓMPLICE, porque se estaría patrocinando la violación de una prohibición legal consistente en que no pueden existir dobles beneficios en un mismo preacuerdo. 

Debe quedar claro con lo anterior, que no es correcto y desde luego la judicatura debe impedirlo, que las partes lleven a cabo sucesivos preacuerdos parciales cuando era factible que todo se concretara en una sola negociación, con miras a evitar: (i) que se soslayen las prohibiciones legales en materia de terminaciones anticipadas; (ii) que existan decisiones contradictorias; y (iii) que se desconozcan derechos fundamentales de las partes e intervinientes.  
En síntesis, una vez corregido yerro advertido en el sentido de dejarse por fuera del consenso el delito contra el patrimonio económico denunciado por el administrador del parqueadero de los patios de tránsito, y de pretenderse la presentación de una nueva negociación, se deberá citar a la víctima para que se percate de su contenido no obstante carecer de poder de veto como así lo tiene establecido la jurisprudencia
.

Finalmente, cabe mencionar que el señor Procurador resaltó con buen tino que al momento de efectuarse la tasación de la pena por parte de la delegada fiscal, se dijo que se partiría de la mitad de la sanción mínima del delito más grave, esto es, el de falsedad en documento público -art. 287 C.P.- que contempla una sanción que oscila entre 48 a 108 meses de prisión, a la que se le incrementarían dos meses a raíz del concurso heterogéneo con falsedad en documento privado, por lo cual el monto pactado sería de 27 meses, situación que en su sentir va en contravía del principio de legalidad porque el monto establecido en realidad ascendería a 26 meses de prisión.
En efecto, se observa que en el preacuerdo la Fiscalía adujo que por razón de la complicidad se partiría de la mitad de la pena mínima del delito más grave -48 meses-, lo que arroja un monto de 24 meses y no de 25 como de manera equivocada se hizo, sin argumentar motivo alguno para partir de un monto más alto del que se le ofrecía al procesado. Circunstancia esta que para la Sala comporta vulneración al debido proceso y muy específica al de la legalidad de las penas, en el entendido que si bien tal situación sucedió por un error aritmético involuntario, de todas formas hace parte de la negociación y va en contravía de los legítimos intereses del procesado, por lo cual igualmente adquiere trascendencia para su improbación.

En ese orden de ideas, estima la Corporación que esas deficiencias sustanciales obligan a concederle razón al funcionario de instancia en el sentido de negar el preacuerdo y en tal sentido se le dará confirmación.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA la decisión proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta capital, en cuanto improbó el preacuerdo celebrado entre la Fiscalía y el procesado FRML.
En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura en el artículo 4º del Acuerdo PCSJA20-11518 del 16 de marzo de 2020 y en la Circular CSJRIC20-75 expedida por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, no se realizará audiencia de lectura de decisión, y por ende esta providencia se notificará por la Secretaría de esta Sala vía correo electrónico a las partes e intervinientes.

Contra la presente determinación no procede recurso alguno.
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� CSJ STP, 24 sep. 2013, rad. 69.478. 


� TSP AP, 23 abr. 2014, Radicación 11001600000020130067503. 


� Al respecto en CSJ SP, 12 sept. 2019, Rad. 52816, se indicó: “[…] como la congruencia no es estricta, sino flexible, es viable que, sin lesionar dicho principio, el juez se desvíe jurídicamente del contenido de la acusación y condene por un hecho punible diferente al allí imputado”.  


� En la sentencia C-516 de 2007, la Corte Constitucional señaló: “Si bien la víctima no cuenta con un poder de veto de los preacuerdos celebrados entre la Fiscalía y el imputado, debe ser oída (Art. 11.d) por el Fiscal y por el juez que controla la legalidad del acuerdo. Ello con el propósito de lograr una mejor aproximación a los hechos, a sus circunstancias y a la magnitud del agravio, que permita incorporar en el acuerdo, en cuanto sea posible, el interés manifestado por la víctima. Celebrado el acuerdo la víctima debe ser informada del mismo a fin de que pueda estructurar una intervención ante el juez de conocimiento cuando el preacuerdo sea sometido a su aprobación. En la valoración del acuerdo con miras a su aprobación el juez velará por que el mismo no desconozca o quebrante garantías fundamentales tanto del imputado o acusado como de la víctima. (Art. 351, inciso 4°).
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